PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE SANTA FE vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, proceda a instruir a las reparticiones y organismos de la Administración Pública Provincial, se abstengan de incluir en sus comunicaciones escritas oficiales y membretería, la denominación de “honorable”, “excelencia”, o similares.

Señor Presidente:

Ya desde el advenimiento mismo de nuestra emancipación, con el histórico y trascendente Decreto de Supresión de Honores que en los albores de nuestra nacionalidad estampó en nuestros espíritus, en nuestras leyes escritas y en nuestra cultura cívica, con letras de molde inalterables en el tiempo, aquel “ningún habitante de Buenos Aires, ni ebrio ni dormido, puede tener impresiones contra la libertad de su patria”, fluye en nosotros la chispa incandescente de la igualdad, de la horinzotalidad democrática, que no reconoce superioridad alguna que no esté basada en el cultivo y desarrollo de nuestras potencialidades individuales, y aún así, en tal marco de igualdad que ello no implica status legal ni de trato diferencial alguno.

No obstante ello, los procesos dictatoriales trataron de subvertir esa escala de valores, y con el advenimiento de la democracia en 1983, se hizo evidente la necesidad de abatir una cultura de sumisión de la sociedad civil al poder, materializada en muchos casos a través del lenguaje con el tratamiento de “excelencia”, “honorable”, etc., a determinados cargos públicos, lo que manifiestamente contradecía el concepto mismo de la República.

Así, el entonces Presidente de la Nación creyó conveniente dictar el Decreto N° 333 del 19 de febrero de 1985, por el que excluyó la utilización de las fórmulas de cortesía para los funcionarios, y estableció que a “...magistrados, dignatarios, miembros de las fuerzas armadas y funcionarios se los tratará por su cargo, anteponiendo la palabra “señor” y, al nombre, el titulo profesional o el grado, si lo tuviera, y la palabra “Don” o su abreviatura”; es decir, que quienes se dirijan a estos funcionarios públicos estarán eximidos de ostentosos tratamientos de cortesía.

Esta iniciativa gubernamental de entonces, hoy plenamente vigente, ha transformado positivamente pautas culturales no democráticas, aunque observamos con preocupación que quedan aún algunos bolsones remisos a asumir los valores de horizontalidad e igualdad de la cultura democrática.

Tal es el caso, por ejemplo y a nivel provincial, del autodenominado Honorable Tribunal de Cuentas de la Provincia de Santa Fe, en cuya creación, ni el Artículo 81º de la Constitución Provincial, ni la Ley N° 6592, por la que un gobierno de facto reglamentó su funcionamiento, ni la vigente Ley N° 12.510, de Administración y Control Financiero del Estado que suplantó a la vieja ley de contabilidad, le confieren en absoluto - al mencionarlo - ninguna “honorabilidad”, no obstante lo cual, en toda su membretería, el organismo se da a sí mismo el título de “honorable”.

Es decir que la Constitución y las leyes han previsto la incorporación al sistema jurídico local de un órgano de control externo al que se denominó, adecuadamente a nuestro juicio, Tribunal de Cuentas, a secas y sin “honores” ni “excelencias”.

Así, no vemos, en principio, las razones que pueden llevar al órgano de control provincial a anteponer el término “honorable” a su nombre. Va de suyo que nuestra propuesta no importa un menoscabo de la honorabilidad de los miembros del mencionado Tribunal, toda vez que la honorabilidad se alcanza por el camino de la virtud y los valores ejercidos en forma cotidiana, y no a partir de una autodenominación en un papel que lleva la propia firma.

Es más. Como no hay ley que autorice a “honorabilizar” a nadie, si el Poder Ejecutivo actuara en consonancia con nuestro pedido, tal vez ayudaría a los organismos incursos en esa terminología no democrática, a excluirse del alcance del Código Penal, cuando en su Artículo 247 establece que “será reprimido con multa de $ 750 a $ 12.500, el que públicamente ... se abrogare ... honores que no le correspondieren”.

Y en el supuesto que el Tribunal de Cuentas haya impreso membretería en importante cantidad, se podría recomendar se proceda como lo estableció el decreto presidencial antes mencionado: “Cuando un organismo cambie de denominación, se seguirá utilizando el papel en existencia hasta que se agote totalmente, tachando en el membrete el nombre anterior y colocando en su lugar, a máquina, el que corresponda”.

Por lo expuesto, y descontando que nuestros pares compartirán con nosotros la concepción republicana expresada en la terminología a emplearse cuando se deba dirigir a los poderes públicos, solicitamos nos acompañen con la aprobación del presente.

